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INFORME No. 33/12
DECISIÓN DE ARCHIVO


PETICIÓN 907-03
ARGENTINA
20 de marzo de 2012
PRESUNTAS VÍCTIMAS
Ricardo Alberto Barreda
PETICIONARIOS:


Octavio Etchegoyen Lynch y Eduardo Luis Gutiérrez
VIOLACIONES ALEGADAS:
Los peticionarios hacen referencia a presuntas violaciones de los artículos 7.5, 7.6, 8.2.h, 9, 24, 25 y 1 de la Convención Americana
INICIO DE TRÁMITE:


28 de octubre de 2005
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS
1. El 30 de octubre de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió la denuncia presentada por Octavio Etchegoyen Lynch y Eduardo Luis Gutiérrez (en adelante “los peticionarios”), en representación de Ricardo Alberto Barreda (en adelante “la presunta víctima”), por la presunta violación del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, del derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, del derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior, del principio de legalidad y de retroactividad, del derecho a la igualdad ante la ley y de la protección judicial.

2. Los peticionarios alegaron que desde noviembre de 1992, Ricardo Alberto Barreda se encontraba en prisión sin que un tribunal superior hubiera revisado su sentencia. La presunta víctima habría sido condenada a cadena perpetua el 15 de agosto de 1995 por la Sala I de la Cámara III de Apelación en lo Criminal y Correccional de la Plata, por el homicidio de su esposa, sus dos hijas y su suegra.
3. Frente a dicha resolución, la defensa de Barreda presentó el 29 de agosto de 1995 un Recurso Extraordinario de Inaplicabilidad de la Ley ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires, el cual por modificaciones posteriores del Código Procesal Penal fue dejado sin efecto el 1 de diciembre de 1998. En consecuencia, la defensa de Ricardo Barreda decidió presentar un recurso de casación ante el Tribunal de Casación Provincial, siendo rechazado por no adjuntar la copia certificada de la cédula de notificación de la resolución previa, la cual la defensa alegó que nunca recibió.

4. El 30 de marzo de 1999, la defensa solicitó que se declarase la Nulidad de la Notificación, la cual fue declarada por la Sala I de la Cámara III de Apelación en lo Criminal y Correccional de la Plata. Sin embargo, el 27 de agosto de 2001, al volver a pronunciarse sobre la admisibilidad de la casación, el Tribunal de Casación Provincial declaró inadmisible el recurso por haber omitido adjuntar las constancias de lo decidido por el tribunal superior y las respectivas notificaciones. Como consecuencia, el 5 de octubre de 2001, la defensa presentó ante la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires un Recurso Extraordinario de Inaplicabilidad de la Ley, la cual le dio la razón a la defensa y dictaminó que se reenviase la causa al Tribunal de Casación Provincial, ya que éste había incurrido en un exceso de rigor formal.
5. Finalmente, el 18 de febrero de 2005, el Tribunal de Casación Provincial resolvió el recurso, rechazando las pretensiones de la defensa. Frente a dicha decisión, la defensa interpuso un Recurso de Inaplicabilidad de la Ley ante la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires que se encontraba pendiente de resolución.

6. En relación con el agotamiento de los recursos internos, los peticionarios señalaron que a pesar de existir a la fecha de presentación de la denuncia ante la CIDH una decisión pendiente, debido a la dilación y al tiempo transcurrido, cabría la aplicación del artículo 46.2.c de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

II.
POSICION DEL ESTADO

7. El Estado solicitó a la Comisión que declarara la petición inadmisible puesto que no se habrían agotado los recursos internos, al existir un recurso idóneo y efectivo pendiente de resolución. Asimismo, el Estado alegó que los hechos expuestos por los peticionarios no caracterizaban una violación a los derechos humanos y lo que en realidad los peticionarios estarían pretendiendo es que la Comisión actúe como una cuarta instancia judicial, revisando las valoraciones de hecho y derecho emitidas por los tribunales nacionales.
8. El Estado señaló que el proceso seguido en las instancias nacionales se ajustó a todas las garantías del debido proceso legal, de acuerdo a los estándares exigidos por la Convención Americana. Así, mencionó que el señor Barreda contó con jueces independientes e imparciales, tuvo la oportunidad de efectuar todas las presentaciones que consideró oportunas y pudo impugnar o recurrir las resoluciones adoptadas por los jueces internos con las que estuvo en desacuerdo. En relación al derecho a la libertad personal del señor Barreda, el Estado indicó que se encuentra legalmente detenido como consecuencia de una condena penal por el cuádruple homicidio que él mismo confesó. Adicionalmente, señaló que no se puede sostener la supuesta violación del derecho a la doble instancia judicial, ya que el 18 de febrero de 2005, el Tribunal de Casación de la Provincia de Buenos Aires efectuó un examen integral de la decisión recurrida. Dicho tribunal habría realizado no sólo una revisión de los aspectos formales y legales de la sentencia, sino de todas las cuestiones debatidas y analizadas por el tribunal inferior.
9. Asimismo, el Estado sostuvo, que sin perjuicio de existir un recurso pendiente de resolución, el Tribunal de Casación Provincial había declarado la inconstitucionalidad del artículo 24 del Código Penal, lo que implicaría en el caso del señor Barreda, que su condena de reclusión podría ser equiparada a la de prisión y en consecuencia, se encontraría en condiciones de acceder al beneficio de la ley 24.390. De acuerdo a esta ley, tras dos años de prisión preventiva es posible computar un día de prisión preventiva por dos de prisión, con lo cual, el señor Barreda podría salir de prisión con un régimen de libertad provisional.
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

10. La petición fue recibida por la Comisión el 30 de octubre de 2003. La CIDH trasladó la petición al Estado el 28 de octubre de 2005 y le solicitó que enviara sus observaciones.

11. Los peticionarios presentaron una comunicación el 17 de febrero de 2004.

12. El Estado, mediante comunicación del 29 de diciembre de 2005, solicitó una prórroga de dos meses para presentar sus observaciones, que finalmente presentó el 18 de octubre de 2006. La CIDH corrió traslado de las mismas a los peticionarios con fecha 7 de noviembre de 2006, solicitando que presentaran sus observaciones en relación a dicha información.
13. Debido a la falta de comunicaciones posteriores, el 23 de septiembre de 2008, la Comisión reiteró a los peticionarios su solicitud de información del 7 de noviembre de 2006, informándole que de no recibir respuesta en el plazo de un mes, la CIDH podría archivar su caso.

IV.
BASE LEGAL PARA EL ARCHIVO DE LA INVESTIGACION

14. Tanto el artículo 48 inciso b) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

15. A la fecha, los peticionarios no han respondido a las solicitudes de información de la CIDH del 7 de noviembre de 2006 y del 23 de septiembre de 2008, no habiendo aportado información desde el 2004. Realizado el análisis correspondiente, la Comisión considera que no cuenta con elementos suficientes para determinar la admisibilidad o inadmisibilidad de la petición, o si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original, por lo que, de conformidad al artículo 48 inciso b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
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